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Hechos

Il

Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Castilla­
La Mancha.

En el recurso gubernativo interpuesto por don Juan Bautista Aparicio
Giménez, contra la negativa del Registrador Mercantil, número XI, de los
de Madrid a inscribir los acuerdos sociales de adaptación de los Estatutos
de una sociedad anónima.

RESOLUG10N de 13 de enero de 1994, de la Dirección
General de los Registros y del Nota'riado, en el recurso
gubernativo interpuesto por don Juan Ba·utista Aparicio
Giménez contra la negativa del Registrador Mercanti4
número XI, de los de Madrid a inscribir ,los acuerdos
sociales de adaptación de los Estatutos de una sociedad
anónima.

Por escritura autorizada el 17 de diciembre de 1992 por el Notario
de Madrid don José María Alvarez Vega, se elevó 1J. público el acuerdo
aprobatorio del nuevo texto de los Estatutos sociales adaptados a la nueva
normativa legal, tornado por unanimidad por la Junta general de accionistas
de -Sociedad Anónima EXA., celebrada previa convocatoria el 25 de junio
de 1992, y con asistencia de la totalidad del capital social. En los artículos
10 y 13 de tales Estatutos, referidos a las convocatorias de las Juntas
generales ordinaria' y extraordinaria, respectivamente, se prevé que las
mismas lo sean mediante anuncios publicados en el «Boletín Oficial del
Registro Mercantil_ y en uno de los diarios de mayor circulación de la
provincia. En el artículo 16 se establece que la Junta general extraordinaria
deberá ser convocada por el Consejo de Administracitjn cuando lo solicite
un número de socios que represente al menos la décima parte del capital
desembolsado. Y en el artículo 17 se establece que: .Para que la Junta
general ordinaria o extraordinaria pueda acordar válidamente la emisión
de obligaciones, el aumento o la. disminución del capital, la transformación,
la fusión o la disolución de la Sociedad, y, en ge'1eral, cualquier modi­
ficación de los Estatutos sociales, habrán de concu'rnr a ella, en primera
convocatoria, las dos terceras partt's del número :le sodos y del capital
desembolsado. En segunda convocatoria, bastará la mayoría de los accio­
nistas y la representación de la mitad del capital deselllbolsado~.

Presentada copia de dicha '!:'scritura en el Rpgis'Tn Mercantil de Madrid,
fue calificada con la 3iguiente nota: ~El Registrador Merrantilllue suscribe
previo examen y calificación del documento prerenente de conformidad
con los artículos lR-2 del Código de Cnmerdo y f; df'l Reglamento del

a que se acaba de hacer referencia, pues la declaradón de no haberse
ejercitado el derecho a enervar la prórroga hecha de un modo tal absoluto
ha de entenderse refelida no ..010 al tiempo durante el cuai ha sido titular
de la finca quien la fonnula, sino a aquél durante ei cual lo han sido
sus causantes. Y es que. como ya declarara la Resolución de este centro
directivo de 10 de febrero de 1986, en relación con la in'existencia de
contrato de arrendamiento. si la declaración se formula en primera persona
ha de entenderse que comprende tan solo el plazo temporal durante el
cual ha sido propietario quien la formula y no a aquél en que los fueron
sus causantes. Con ello resultará' que si el declarante adquirió hace menos
de seis años, su declaración sobre la falta de ejerciCio, por él, del derecho
de enervar la prórroga del arrendamiento no alcanzará el plazo temporal
que la Ley exige. Y si bien es cierto que en el C&'iO de fjue haya adquirido
por acto inter vivos tal declaración habrá de enlazar con la que en su
día hiciera su transmitente, en aquellos supuestos en que la adquisición
haya sido por título mortis causa, o de las que excluyen los derechos
de tanteo y retracto conforme al artículo 92 de la Ley, la manifestación
sobre un determinad,) comportamiento personal no cumplirá con la exi­
gencia legal, sino que tambien habrá de referir.,e a actuaciones ajenas,
lo que queda comprendido en una declaración impersonal, todo ello con
independencia de la trascendencia que tal declaradón, en cuanto referida
a actos ajenos, pueda tener en orden a su posible falsedad.

Esta Dirección General ha resuelto estimar el recurso revocando el
auto apelado y la nvta del Registrador.

Madrid, 11 de enero de 1994.-El Director general, Julio Burdiel Her­
nández.
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Vistos los artículos 26 y 91 de la Ley de Arrendamientos Rústicos
y Resolución de esta Dirección General de 10 de febrero Je 1986.

1. Se plantea en el presente recurso el determinar si la declaración
contenida en la escritura de compraventa de una finca rústica, donde
el vendedor, tras manifestar que la misma está libre de arrendatarios,
hace constar que «no se ha hecho uso de la facultad prevista en el artículo
26 de la Ley de Arrendamientos Rústicos_ cumple con la exigencia con­
tenida en el artículo 91.1 de dicha Ley.

2. Dentro del amplio abanico de derechos que al arrendatario confiere
la Ley 83/1980, de 31 de diciembre, reguladora de los arrendamientos
nísticos, interesa en este momento destacar dos, el de prórroga del arren­
damiento, regulado en su artículo 25 y disposición transitoria primera,
sin perjuicio de la posibilidad de oposición por ésta en el artículo 26,
y el de acceso a la propiedad que contempla el capítulo IX, y cuya principal
manifestación la constituyen los derechos de tanteo y retracto ejercitables
en toda transmisión inter vivos, excepción hecha de los supuestos que
contempla el artículo 92. Como garantía del respeto de ambos derechos
el artículo 91 de la misma Ley arbitra una serie de cautelas, exigiendo
que en la escritura de enajenación el transmit.ente declare, b1\io pena de
falsedad, si la finca está o no arrendada y, en este último supuesto .si
ha hecho uso en los seis años anteriores a la transmisión del derecho
que concede al arrendador el artículo 26.1 de la Ley_, vedando el acceso
al Registro de la Propiedad de la misma si no contuviere tales declaraciones
y, además, en el supuesto de que tales declaraciones fueran positivas,
prohibiendo al fedatario la autorización de la escritura en tanto no se
le acredite fehacientemente la previa notificación al arrendatario del pro­
pósito de enajenar y sus condiciones, y al Registrador de la Pro"fJiedad
la inscripción sin justificar la notificación al mismo arrendatario del con­
tenido de la escritura de enajenación.

3. En el presente caso la primera de las declaraciones, la relativa
a la inexistencia actual de arrendatarios, no plantea dificultades, susci­
tándose el problema en torno a la fórmula utilizada para la segunda. Si
la nota de calificación invoca corno defecto el «no aparecer debidamente
cumplimentado el artículo 91 de la Ley de Arrendameintos Rústicos-, el
informe del Registrador centra el incumplimiento en la falta del comple­
mento temporal del plazo durante el cual no se ha ejercitado el derecho
del artículo 26 de la Ley, a lo que el auto apelado añade el uso de una
locución impersonal, referida a una conducta sin agente determinado, en
lugar de una declaración en primera persona, relativa al propio cOmpor·
tamiento. Ninguno de los argumentos resulta convincente. La finalidad
perseguida por la norma no es otra que exigir al transmitente la declaración
-bajo pena de falsedad en documento público-- de que en los seis años
anteriores no se hizo uso del derecho de oposición a la prórroga forzosa,
y es evidente que para ello no es imprescindible el uso de los propios
términos del precepto legal, de suerte que, contra lo afirmado por el Regis­
trador, la interpretación del sentido y alcance de la declaración que se
haga al respecto, como la de todas las manifestaciones y declaraciones
contenidas en las escrituras presentadas a inscripción, es uno de los come­
tidos de la función calificadora en cuanto tiende a apreciar la validez
del acto dispositivo por lo que resulte de las mismas (artículo 18 de la
Ley Hipotecaria). En este caso la declaración del transmitente, en cuanto
manifiesta que no se ha hecho uso del derecho concedido al arrendador
por el artículo 26· de la Ley especial. es más amplia que la exigida por
la Ley desde el momento que no parece concretada a un lapso de tiempo
más o menos largo, sino que, literalmente interpretada, ha de entenderse
referida a que nunca se ha hecho uSó de tal derecho, lo cual, sin perjuicio
de los riesgos que conlleva para quien la formula, cumple sobradamente
la exigencia legal y la finalidad pata la que se impone. Tampoco es recha­
zable la fórmula impersonal utilizada, que en ciertos casos puede ser la
más conveniente si se quiere dar a tal manifestadón la extensión temporal

Fundamentos de Derecho

El Notario recurrente apeló el auto presidencial alegando que el artícu­
lo 148 del Reglamento Notarial no es precepto invocable cuando se trata
de un supue8to defecto registral, ni n$ulta infringido cuando lo que se
propugna es una interpretación puramente literal de una negación abso­
luta, y que la razón de fondo de la alzada estriba en la necesidad de
resaltar el verdadero valor de la calificación registral y obviar la frase
del auto de que -la función calificadora no puede jugar con interpretaciones
y presunciones l , pues es evidente que ~n la interpretación se encuentra
el eje jurídico de la calificación, conviniendo traer a colación el artículo
1.284 del Código Civil, tanto más cuando en buena lógica la frase utilizada
sólo admite un sentido y lo que se pretende es que ...e haga valer su sig­
nificación literal.

VI
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Registro Mercantil, ha resuelto no practicar la inscripción solicitada por
haber observado el/los siguiente/s defectojs que impiden su práctica: Defec­
tos: 1. En la convocatoria de la Junta se ha irúringido (por omisión)
lo dispuesto en la letra e) del apartado 1 del artículo 144 de la Ley de
Sociedades Anónimas. 2. Los artículos lO y 13 estatutarios, en cuanto
a la publicación de la convocatoria de la Junta, no se lljustan a lo dispuesto
en el artículo 97 de la Ley de Sociedades Anónimas (ver al respecto, la
Resolución de'5 de marzo de 1991). 3. El artículo 16 infringe el artículo
100.2 de la Ley de Sociedades Anónimas, en cuanto al porcentaje de capital
que puede pedir la convocatoria de la Junta. 4. No puede admitirse el
articulo 17 por cuanto la vigente Ley de Sociedades Anónimas (vid. ar­
tículos 102 y 103) ha suprimido el criterio personalista en la constitución
de las Juntas generales y sólo atiende al capital desembolsado con derecho
a voto. Se advierte de la naturaleza insubsanable del defecto reseñado
en primer lugar. En el plazo de dos meses a contar de esta fecha se puede
interponer recurso gubernativo de acuerdo con los artículos 66 y siguientes
del Reglamento del Registro Mercantil. Madrid, 26 de enero de 1993. El
Registrador~.Hay una firma ilegible.

III

Don Juan Bautista Aparicio Jimén€'z, actuando en representación de
la _Sociedad Anónima EXA», interpuso recurso gubernativo contra la ante­
rior calificación basándose en las siguientes consideraciones: Primera: Que
el primer defecto sería plenamente admisible si estuviéramos ante una
modificación de los Estatutos sociales, dada la ubicación del precepto que
se dice infringiendo dentro del capítulo VI de la Ley que queda bajo la
rúbrica -De la modificación de los Estatutos~, y la lógica del precepto
de posibilitar a los socios el conocimiento y meditación sobre el alcance
de tales modificaciones; pero cuando tal modificación ha de referirse tan
sólo a la adaptación de lns Estatutos a las exigencia,> de la Ley, los accio­
nistas no pueden votar en contra de esa modificación y elJo por imperativo
legal y no por conveniencia o interés, lo que necesariamente quiere decir
que han de dar su voto afirmativo. Que igualmente sería admisible tal
defecto si en la convocatoria figurase tan sólo como cuestión a tratar
la modificación de los Estatutos, pues en tal caso el accionista desconocería
cuál pudiera ser el alcance de tal modificación, pero lo cierto es que en
el orden del día df' la convocatoria consta _3.0 Aprobación de los Estatutos
de la Sociedad adaptados a la nueva Ley de Sociedades Anónimas~, con
lo que al accionista no le cabía ninguna opción, por cuanto la Ley le obligaba
a votar necesariamente la modificación propuesta aun cuando contrariase
sus intereses. Finalmente, que si el Registrador sospechase que aprove­
chando la modificación estatutaria impuesta por la Ley, se ha aprobado
la modificación de objeto, domicil~o, cuantía del capital, clase de acciones
o cualquier otra modificación sustancial, viene obligado a denunciar la
omisión de lo dispuesto en el artículo 144, apartado e), de la nueva Ley,
pero concretándola, con indicación del cambio operado sin ninguna rela­
ción con la adaptación. Segundo: En reladón con el segundo de los defectos,
de prosperar la calificación del Registrador, habría que entender que el
legislador, al sustituir en el artículo 97 de la Ley de Sociedades Anónimas
la preposición .de~ por _en», lo único que habría pretendido es confundir
al redactor de los Estatutos, haciéndole caer en una trampa lingüística
y obligándole a ot.orgar una escritura de rectificación, cuando todo el mun­
do, incluida lajurisprudenda, ha venido utilizando la partícula -de~ sabien­
do lo que significaba, nadie a menos de ser Académico podría calibrar
que el nuevo término pudiera t.ener ot.ro matiz que el que se vení~ uti­
lizando. Tercero: Que el tercero de los defectos de la nota podría tener
su justificación en otra clase de compañías, pero que en sociedades que
tienen carácter familiar, con acciones. nnminativas, conociéndose lac¡ cir­
cunstancias personales que concurren en cada uno de los pocos socios
que la integran, pueden existir, como de hecho existen, motivos que acon­
sejen la exigencia de un mayor porcentaje de capital social, sin que puedan
considerar agraviados sus derechos quienes sostienen menos. Ello, sin
considerar que el legislador, al rebaJar en la nueva Ley el quórum que
exigía la anterior, era imposible que pensase en sociedades de tipo familiar,
que son las menos, al exigirles un mínimo de diez millones de capital
social, sino en las grandes -compañías en las que al ser prácticamente
imposible que alcanzaran los accionistas el anterior porcentaje, dejaba
prácticamente indefensas a las minorías. Cuarta: En lo tocante al último
de los defectos, que una cosa es que el legislad\lr haya suprimido todo
criterio personalista en la constitución de las Juntas, ab,ndiendo sólo al
capital suscrito cfln derecho a voto, y otra distinta que lo prohíba. Que
la calificación no ha tenido en cuenta el principio de libre contratación
que ha de respetar por exigirlo el artículo 103 de la C.E., siendo así que
la compañía merck-Iltil anónima no es más que un contrato en el que
los socios son libres para establecer y regular su funcionamiento con la
única limitación de no acordar nada prohibido por la Ley. Si esto es así,

aunque la Ley no obligue ni exija establecer un criterio personal para
concurrir a las Juntas, no parece existir norma que prohiba el que con­
vengan la concurrencia a ellas, además de un porcentlije de capital esta­
blecido en la Ley, un determinado número de ellos.

IV

El Registrador acordó mantener en todos SUB extremos la nota de cali­
ficación, desestimó el· recurso, en base a los siguientes fundamentos: Pri·
mero: En cuanto al primero de los defectos, que el artículo 144 de la
Ley de Sociedades Anónimas vigente, como el84 de la anterior, al establecer
una serie de garantías para que los socios puedan acudir a las Juntas
generales con pleno conocimiento de causa y voto meditado sobre lo que
en ellas se va a tratar, tiene carácter imperativo, y así lo ha declarado,
tanto el Tribunal Supremo (sentencias de 9 de julio y 17 de diciembre
de 1966, 13 de abril de 1973 y 25 de marzo de 1988) como la Dirección
General de los Registros (Resoluciones de 18 de junio de 1979 y 29 de
marzo de 1993). Que así viene a reconocerlo el recurrente cuando úni­
camente difiere del criterio de la nota de calificación en el hecho, para
él, de que no estamos ante una modificación de Estatutos, sino ante·una
mera adaptación de los mismos. Si acudimos a las disposiciones tran­
sitorias de la Ley, resumidamente puede deducirse lo siguiente: Ante la
nueva legislación, las sociedades tienen tres opciones: a) Adecuar su cifra
de capital al mínimo legal y adaptar sus Estatutos si están en contradicción
con la Ley si quiere conservar su forma; b) transformarse en sociedad
coiectiva, comanditaria o de responsabilidad limitada; c) adoptar el acuerdo
de disolución. Los Administradores deben sopesar estas alternativas y
elaborar su propuesta, con el informe justificativo de las mismas, indicando
con la mayor claridad posible, en la convocatoria de la Junta, que es lo
que se propone a los accionistas, así como indicar que se encuentra a
disposición de los mismos la documentación que se va a someter a debate
y votación y el derecho a reclamar y obtener su envío gratuito. Si la pro­
puesta de los Administradores es la de adaptar los Estatutos, el acuerdo
de la Junta no puede ser otro que el de modificación de aquéllos según
resulta de las disposiciones cuarta y quinta de la Ley. Aparte de ello,
se observa que en los nuevos Estatutos aprobados hay normas que exceden
de la mera adaptación, como los artículos 11 y 17, lo que contraviene
la tesis del recurrente. Segundo: En orden al segundo punto de la nota,
el relativo a que los Estatutos sociales no se ajustan, en orden a la con­
vocatoria de la Junta, a lo establecido en el artículo 97 de la Ley, y se
remite a los fundamentos de derecho de la Resolución de 5 de marzo
de 1991. Tercero: En relación con el tercero de los defectos de la nota,
ha de tenerse en cuenta que el artículo 16 de los Estatutos sociales contiene
una doble infracción de lo dispuesto en el artículo 100 de la vigente Ley:
a) Por un lado, al aumentar el porcentaJe exigido para solicitar la con­
vocatoria de la Junta del5 por 100 legal a un 10 por 100; y b) al establecer
el cómputo de dicho porcentaje sobre el _capital desembolsado-, siendo
así que la norma legal habla del _capital Bocial-. Cuarto: Que el cuarto
defecto de la nota plantea el interesante problema doctrinal de determinar
no si los quórum establecidos en el artículo 103 de la Ley pueden ser
aumentados o reforzados, por cuanto ello está expresamente previsto en
la norma, sino si tal reforzamiento puede hacerse a través de la intro­
ducción de un criterio personalista en la constitución de la Junta, enten­
diendo que no cabe tal hipótesis en base a las siguientes consideracione.s:
1.8 La Ley anterior establecía un criterio mixto, según fueran las accion.es
nominativas o al portador, exigiendo tan sólo en el primer caso un número
mínimo de socios; 2.8 En consonancia con la unánime crítica doctrinal
a tal solución, la Ley de 1989 cambió radicalmente de criterio, estableciendo
los quórum mínimos para la válida constitución de las Juntas atendiendo
tan sólo a porcentajes sobre le _capital suscrito con derecho a voto~;

3.a Cuando, como en el caso presente ocurre, se refuerzan los quórum
previstos en la Ley, no por ello ha de variarse el criterio legal, esencialmente
capitalista cuando el apartado 3 del artículo 103 de la Ley permite que
los Estatutos sociales puedan elevar los quórum y mayorías previstos en
los apartados anteriores, tan sólo quiere decir que se puede aumentar
el quórum de capital, pero no añadir, además, un quórum personal que
el legislador ha querido, precisamente, suprimir.

El recurrente se alzó contra el anterior acuerdo, y tras reiterar sus
argumentos del escrito inicial, pasa a refutar los fundamentos del acuerdo
que recurre en base: Primero: Que la importancia del contenido de la
convocatoria de la Junta en orden a la modificación de los Estatutos socia­
les no puede aplicarse al caso presente en que nada se modifica, sino
que se adaptan a las exigencias legales, con lo que los accionistas conocen
o están informados tanto de su articulado como de la Ley y, por tanto,
bien pueden saber lo que ha de modificarse, con lo que la irúormación
exigida por la Ley no sólo sería inútil y absurda sino ofensiva para la
cultura de los accionistas. Además, señala que la Junta general que aprobó
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Sr. Registrador Mercantil, numero XI, de Madrid.

Madrid, 13 de enero de 1994.-El Director general, Julio Burdiel Her­
nández.

En el recurso contencioso-administrativo interpuesto por don Manuel
Infante Sánchez, en nombre y representación de don Julián y don Luis
Lezana García, contra la Adminístración del Estado, sobre indemnización
por funcionamiento anonnal de la Administración de Justicia, la Sección
Tercera de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, ha
dictado sentencia, con fecha 3 de noviembre de 1993, cuya parte dispositiva
dice:

79.1 Y 83.3 de la Ley de Sociedades Anónimas, o 60 de la Ley del Mercado
de Valores), a todo accionista, con independencia de que tenga o no total­
mente desembolsado el capital suscrito. ha de reconocérsele el derecho
de iniciativa para la convocatoria de la Junta- general extraordinaria si
por sí solo, o agrupado con otros, alcanza el porcentaje exigido a tal fin,
derecho que incluso alcanza al que se encuentre en mora en el pago de
dividendos pasivos pues la sanción que para tal caso prevee el artículo
44.1 de la ley, por su propia naturaleza, hade interpretarse restrictivamente
y limitada al único derecho del que priva, el de voto.

4. En el cuarto de los defectos recurridos se cuestiona el reforzamiento
de los quórum legalmente establecidos· por el artículo 103 de la Ley de
Sociedades Anónimas para la válida constitución de la Junta general a
través de la exigencia de que concurra ala misma un determinado número
de socios. La posibilidad de que los Estatutos refuercen los quórum y
mayorías legales es admitida por el apartado 3.0 de dicho precepto, de
donde ha de deducirse, a sensu contrario, que lo que no cabe es un debi­
litamiento o rebaja de los mismos. Ese reforzamiento en cuanto se refiera
al porcentaje de capital exigible para la constitución de la Junta no plantea
problemas siempre y cuando no alcance los aledaños de la unanimidad
y el fijado para la segunda convocatoria sea, por analogía con lo dispuesto'
en el articulo 102.2 de la misma Ley, inferior al establecido para la primera.
Por el contrario, la exigencia de un quórum de cabezas, la concurrencia
de un determinado porcentaje del número de socios, parece chocar con
la nueva orientación legal que, a diferencia del sistema establecido por
los artículos 51 y 58 de la Ley de 17 de julio de 1961, ha prescindido
en este punto de todo criterio de tipo personalista, reforzando así el carác­
ter marcadamente capitalista de la sociedad anónima, aun cuando tampoco
quepa desechar que la reforma haya tomado en cuenta las dificultades
prácticas que la exigencia de quórum personales planteaban en muchos
casos para la válida constitución de las Juntas. No obstante, dentro del
ámbito reservado por el legislador a la libre autonomía de la voluntad
negocial en orden a la configuración del régimen de funcionamiento y
organización de la sociedad (cif. artículo 10 de la Ley de Sociedades Anó­
nimas) no cabe entender que una exigencia estatutaria como la contem­
plada resulte inadmisíble, pues ni se opone a las leyes, a falta de nonna
que expresamente lo prohíba, ni a los principios configuradores de la
sociedad anónima que, si bien están presididos por criterios capitalistas,
no proscriben la presencia de elementos pesonalistas como lo revela la
admisión de las prestaciones accesorias a cargo de algún accionista, o
las restriccioneS a la libre transmisibilidad de las acciones, más propios
del intuitus personae de las sociedades personalistas. Todo ello sobre la
base de que las acciones, como ocurre en el presente caso, sean nomi­
nativas, pues de lo contrario estaríamos ante una exigencia estatutaria
de imposible control. Es por ello que ha de revocarse en este punto la
nota de calificación sin que, finalmente, quepa entrar, dada la circuns­
cripción del recurso a las cuestiones directamente planteadas en la cali­
ficación (cif. artículo 68 del Reglamento del Registro Mercantil) en el exa­
men de si cabe la fijación del quórum con referencia al capital desembolsado
a la vista de la referencia legal al capital suscrito con derecho a voto.

Esta Dirección General acuerda estimar parcialmente el recurso revo­
cando los defectos primero y cuarto de la nota de calificación y la decisión
del Registrador en cuanto a ellos, y desestimarlo en cuanto a los dos
restantes que se confirman.

ORDEN de 27 de enero de 1994 por la que se dispone el
cumplimiento de la sentencia dictada por la Sala, de la
Contencioso-Administrativo de la Sala Tercera de la
Audiencia Nacional, en el recurso 321.162, interpuesto por
don Manuel Infante Sánchez, en nom,bre y r:epresentación
de don Julián y don Luis Lezana Garda.
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Vistos los artículos 10, 97, 99, 100.2, 103 y 144.1, c), de la Ley de
Sociedades Anónima... y Resoluciones de esta Dirección General de 28 de
diciembre de 1951,27 de junio de 1977 y5 de marzo de 1991.

l. El primero de los defectos de la nota recurrida imputa a la con­
vocatoria de la Junta el defecto formal de haber omitido la mención exigida
por el articulo 144.1, c), de la Ley de Sociedad~s Anónimas. Si bien la
presencia de la mención que se dice omitida en los anuncios de convo­
catoria de la Junta general, cuando ésta haya -de debatir sobre la modi­
ficación de los Estatutos sociales, es de singular importancia como medio
que facilite a los accionistas un más completo acceso a la información
sobre el alcance de las modificaciones propuestas, que complemente el
de por sí más escueto que brinda la relación de extremos a modificar
que ha de constar en el orden del día conforme al apartado l.b), del
mismo precepto, en el presente caso su omisión carece de relevancia.
De la certificación del acta de la Junta que aparece protocolizada en la
escritura resulta que asistieron a la misma los socios en posesión de la
totalidad del capital social y que el acuerdo por el que se aprobó el texto
de los nuevos Estatutos sociales se tomó por unanimidad, concurrencia
y unaninlidad que validan los acuerdos, como tornados en Junta universal
celebrada de conformidad con lo dispuesto en el artículo 99 de la misma
Ley, cualesquiera que pudieran ser los defectos de su convocatoria y el
alcance de las modificaciones estatutarias.

2. La segunda de las cuestiones planteadas ha sido ya resuelta por
este Centro Directivo en su Resolución de 6 de marzo de 1991 al declarar
que el empleo de la preposición _en_, referida a la determinación de los
diarios en que ha de publicarse la convocatoria de las Juntas, e introducida
por el artículo 97 de la vigente Ley de Sociedades Anónimas en sustitución
de la que utilizaba el artículo 53 de la Ley de 17 de julio de 1951, no
es indiferente. Con ello se pretende asegurar que la publicación de las
convocatorias se haga en los periódicos de mayor difusión en la provincia
en que se encuentra domiciliada la sociedad, con independencia de que
se hayan editado o no en la misma, y este resultado tan sólo queda garan­
tizado de modo indubitado con el uso de la preposición que el legislador
ha establecido.

3.-' El tercero de los defectos de la nota versa sobre el porcentaje
de capital estatutariamente previsto para poder solicitar la convocatoria
de Juntas generales extraordinarias y que se fija en un 10 por 100 del
desembolsado. Si bien los socios por sí, cualquiera que sea su participación
en el capital social, no pueden convocar válidamente la Junta general
de accionistas, sí que tienen legalmente conferida una facultad de iniciativa
en tal sentido a través de la petición de su convocatoria a los Adminis­
tradores, lo que se traduce en una obligación para éstos cuando tal solicitud
sea formulada por los que ostenten un determinado porcentaje de dicho
capital. Esta facultad se ha visto potenciada con la reducción que el artículo
100.2 del nuevo texto refundido de la Ley de Sociedades Anónimas ha
introducido en relación al que establecía la Ley anterior, al rljarIo en un
5 por 100 del capital social, y que, al configurar uno más de los derechos
básicos e inderogables de los accionistas, especialmente destinado a pro­
tejer a las minorías, ha de entenderse como un tope máximo que una
previsión estatutaria no puede rebasar (cií. artículo 10 de la misma Ley),
siendo admisible, por el contrario, su reducción en beneficio de los propios
accionistas. Doctrina, por lo demás, ya sentada por esta Dirección General
en Resoluciones de 28 de diciembre de 1961 y 27 de junio de 1977. Final­
mente, tampoco puede estimarse ajustada a la previsión legal, cuando
fija dicho porcentaje sobre el capital social, la estatutaria que lo haga
al desembolsado. Salvo los supuestos en que legalmente queda en suspenso
el ejercicio de los derechos políticos incorporados alas acciones (artículos

la adaptación de los Estatutos sociales, aunque fue convocada con carácter
extraordinario, tuvo carácter universal por concurrir a ella todos los accio­
nistas y el acuerdo se adoptó por unanimidad, y por tanto, amparada
por el artículo 99 de la Ley. Que frente a lo argumentado de que se modi­
ficaron los articulos 11 y 17 de los Estatutos, en cuyo caso sí cabría pensar
que aprovechando la adaptación se han modificado los Estatutos, 10 cierto
es que los mismos conservan la redacción original, por lo que si algo
cabría alegar es precisamente que los mismos no se han adaptado a la
nueva Ley. Finalmente, que siendo en la actualidad cuatro los accionistas,
a la vez miembros todos ellos del Consejo, no se ve a quienes tendrían
que informar sobre la modificación de los Estatutos si no es a ellos mismos.
Segundo: Que en cuanto al segundo defecto, al r.emitirse a la Resolución
que cita, nada argumenta el Registrador, pero ha de tenerse en cuenta
que tal doctrina no constituye un dogma y no puede ser rectificada. Reitera,
finalmente, sus argumentos originales en cuanto a los dos ultimas defectos
de la nota.
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